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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

 
DENUNCIA 

Mediante escrito presentado el 14 de noviembre de 2016, el Centro Comercial e 

Industrial Samuel S.A.C. (en adelante, la denunciante) interpuso denuncia contra 

la Presidencia del Consejo de Ministros (en adelante, la PCM) y contra la 

Municipalidad Metropolitana de Lima (en adelante, la MML), por la presunta 

imposición de una barrera burocrática ilegal y/o carente de razonabilidad, 

consistente en la imposición de un plazo de vigencia de dos (02) años para su 

Certificado de Inspección Técnica de Seguridad en Defensa Civil, materializada 

en el Certificado de Inspección Técnica de Seguridad en Defensa Civil de Detalle 

N° 007753-2014-MML y reconocida en la Segunda Disposición Complementaria 

y Transitoria del Decreto Supremo N° 058-2014-PCM, Reglamento de 

Inspecciones Técnicas de Seguridad en Edificaciones (en adelante, el 

Reglamento). 

 
FUNDAMENTOS DE HECHO: 

 

 La denunciante ha cumplido con todos los requisitos exigidos por la norma 

para realizar sus actividades comerciales, ya que cuenta con su licencia de 

funcionamiento y su Certificado de Defensa Civil, con lo cual acredita que 

su establecimiento comercial cumple satisfactoriamente con las normas de 

seguridad establecidas por Defensa Civil. 

 Que, la MML le ha emitido su Certificado de Defensa Civil, señalando en el 

mismo que este debe ser renovado una vez cumplidos los dos (02) años 

de vigencia de dicho documento, amparándose en el Decreto Supremo N° 

066-2007-PCM.  

 La denunciante considera que dicha medida fue dispuesta por la MML y la 

PCM de manera arbitraria e ilegal, pues no se han tomado en cuenta que 

no se han variado las condiciones en las que se otorgó el mencionado 

Certificado.  

 Asimismo, indica que la medida afecta a su actividad económica y su 

permanencia en el mercado, por cuanto impone una carga administrativa y 
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económica constante al verse obligados a renovar cada dos (02) años el 

Certificado de Defensa Civil, debido a que el mismo tiene como vencimiento 

dicho plazo. 

 Considera también que no existe fundamento jurídico que faculte a las 

denunciadas para imponer la medida cuestionada en el presente 

procedimiento, menos aun cuando no existen cambios en las condiciones 

en las que fue otorgado su Certificado de Defensa Civil, resultando 

injustificada dicha medida.  

 Que, se debe tener en consideración que dicho criterio ha sido señalado 

por la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas en anteriores 

pronunciamientos.  

 La imposición de un plazo de vigencia de dos (02) años para su Certificado 

de Defensa Civil impuesto por la MML al amparo de la norma dispuesta por 

la PCM, contraviene los Principios de Legalidad y Razonabilidad señalados 

en el Artículo IV de la ley N° 27444, Ley de Procedimiento Administrativo 

General.  

 Finalmente indica que, la medida impuesta no cumple con proteger el 

interés público, no es proporcional a su fin y tampoco es una medida menos 

gravosa. Pues la municipalidad tiene facultades para realizar inspecciones 

de manera anual para verificar el cumplimiento de las condiciones de 

defensa civil señaladas en la norma. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO: 

 

 Art. 26°BIS del Decreto Ley N° 25868, Ley de Organización y Funciones 

del Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de 

la Propiedad Intelectual – INDECOPI. 

 Art. 23° del Decreto Legislativo N° 1033, Decreto Legislativo que aprueba 

la Ley de Organización y Funciones del Instituto Nacional de Defensa de la 

Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual - INDECOPI 

 Art. 79° de la Ley N° 27972, Ley Orgánica de Municipalidades. 

 Inciso a) del Art. 9° de la Ley N° 29664, Ley que crea el Sistema Nacional 

de Gestión del Riesgo de Desastres (SINAGERD). 

 Art. 4° y la Tercera Disposición Complementaria Transitoria y Final del 
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Decreto Supremo N° 048-2011-PCM, Decreto Supremo que aprueba el 

Reglamento de la Ley Nº 29664. 

 Art. 8°, 13°, 38° y 41° del Decreto Supremo N° 066-2007-PCM, Decreto 

Supremo que aprueba el Nuevo Reglamento de Inspecciones Técnicas de 

Seguridad en Defensa Civil. 

 
MEDIOS PROBATORIOS: 
 

 Certificado de Inspección Técnica de Seguridad en Defensa Civil de Detalle 

N° 007753-2014-MML. 

 Vigencia de Poder. 

 Copia del DNI de la representante legal. 

 Comprobante de pago de los derechos respectivos por la denuncia 

presentada. 

 
DESCARGOS DE LA PRESIDENCIA DE CONSEJO DE MINISTROS 

 

Mediante escrito presentado el 26 de diciembre de 2016, la PCM presentó sus 

descargos, señalando lo siguiente: 

 Que, el Reglamento aprobado mediante Decreto Supremo N° 058-2014-

PCM, a diferencia del anterior Reglamento de Inspecciones Técnicas de 

Seguridad en Defensa Civil, aprobado por Decreto Supremo N° 066-2007-

PCM, establece un procedimiento distinto para llevar a cabo las ITSE, así 

como establece nuevos actores y órganos ejecutantes con competencias 

para llevar a cabo estas inspecciones, por lo que al vencimiento del 

Certificado ITSDC emitido al amparo del Decreto Supremo N° 066-2007-

PCM se deberá solicitar una nueva inspección para la obtención del 

Certificado de ITSE al amparo de lo dispuesto en el Reglamento.  

 Lo mencionado en el párrafo precedente encuentra sustento en el artículo 

103° de la Constitución Política del Perú en el que se consagra la teoría 

de los hechos cumplidos y el principio de irretroactividad de las leyes. En 

tal sentido, desde la entrada en vigencia del Reglamento, éste es de 

aplicación a los hechos que ocurran durante su vigencia, descartando, por 

lo tanto, la aplicación retroactiva de esta norma respecto de las ITSE 

otorgadas al amparo del Decreto Supremo N° 066-2007-PCM; es decir, la 
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vigencia indeterminada de los Certificados de ITSE solo puede ser 

aplicada a aquellos certificados que se otorguen a partir del 15 de octubre 

de 2014 (fecha en la que entró en vigencia el Reglamento).  

 Ha actuado conforme a lo dispuesto por los Principios de Legalidad y 

Razonabilidad, contenidos en la Ley N° 27444, mediante el cual se 

autoriza a las autoridades administrativas a actuar con respeto a la 

Constitución, la Ley y el derecho, dentro de las facultades que le estén 

atribuidas. En concordancia con ello, las normas aplicables al caso en 

concreto la obligaban a establecer un plazo de vigencia a los certificados 

de seguridad y renovarlo a su vencimiento.  

 Asimismo, desde la entrada en vigencia del Reglamento el Centro 

Nacional de Estimación, Prevención y Reducción del Riesgo de Desastres 

(en adelante, Cenepred) ha tomado diversas acciones para la 

implementación de dicha norma.  

 El requerimiento de la denunciante resulta inviable dado que las 

disposiciones son de obligatorio cumplimiento tanto por los gobiernos 

locales, así como por todos los administrados que solicitan una licencia de 

funcionamiento, no habiéndose vulnerado ninguno de los principios que 

argumenta la denunciante.  

 Además, la Segunda Disposición Complementaria Transitoria del 

Reglamento no establece la exigencia de renovar los certificados ITSDC, 

sino que la misma establece que cumplido el plazo de vigencia del 

certificado, el administrado debe solicitar un nuevo certificado, el mismo 

que tendrá una duración indeterminada. Además, dicho criterio ya fue 

establecido por la Comisión a través de la Resolución N° 602-2014/CEB-

INDECOPI de fecha 19 de diciembre de 2014, en la que se declaró 

improcedente la denuncia respecto de la PCM al no advertirse la aplicación 

de la exigencia identificada como barrera burocrática por la denunciante 

de dicho procedimiento (la exigencia de renovar el Certificado de ITSDC). 

En tal sentido, dicho criterio debe aplicarse al presente procedimiento al 

encontrarse ante el mismo supuesto de hecho. 
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DESCARGOS DE LA MUNICIPALIDAD METROPOLITANA DE LIMA 

Mediante escrito presentado el 26 de diciembre de 2016, la MML presentó sus 

descargos señalando lo siguiente:  

 La intervención de la MML se ha realizado en cumplimiento al Decreto 

Supremo N° 066-2007-PCM, el cual fue emitido oportunamente por el 

Poder Ejecutivo, no siendo potestad de la MML cuestionar la legalidad o 

razonabilidad de dicha disposición.  

 La imposición de la medida cuestionada en el presente procedimiento se 

realiza en el marco de lo regulado por el artículo 194° de la Constitución 

Política del Estado y en el Artículo II del Título Preliminar de la Ley N° 

27972, Ley Orgánica de Municipalidades.  

 En la actualidad, la MML dejó de tener competencia para supervisar y 

fiscalizar los establecimientos que requieran de una ITSE de Detalle, 

recayendo dicha facultad en las municipalidades distritales de la 

jurisdicción en donde se encuentre el establecimiento, por lo que ya no es 

la competente para valorar y exigir la acreditación del cumplimiento de 

condiciones de seguridad en edificaciones. 

 

RESOLUCIÓN DE LA COMISIÓN DE ELIMINACIÓN DE BARRERAS 

BUROCRÁTICAS 

Con fecha 21 de abril de 2017, mediante Resolución 0238-2017/CEB-

INDECOPI, la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas resolvió: 

 
 Declarar barrera burocrática ilegal la imposición de un plazo de vigencia 

de dos (02) años para su Certificado de Inspección Técnica de Seguridad 

en Defensa Civil, materializada en el Certificado de Inspección Técnica de 

Seguridad en Defensa Civil de Detalle N° 007753-2014MML y reconocida 

en la Segunda Disposición Complementaria y Transitoria del Decreto 

Supremo N° 058-2014-PCM; en consecuencia, declaró fundada la 

denuncia. 

 Disponer que no se aplique al Centro Comercial e Industrial Samuel 

S.A.C. la barrera burocrática declarada ilegal, de acuerdo a lo establecido 
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en el artículo 48º de la Ley N.º 27444. El incumplimiento de lo dispuesto 

en la presente Resolución podrá ser sancionado de conformidad con lo 

dispuesto en el Decreto Legislativo N° 1256. 

RECURSO DE APELACIÓN DE LA PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE 

MINISTROS 

 

Con fecha 28 de abril de 2017, el Procurador Público de la PCM, formuló recurso 

de apelación contra la Resolución emitida por la Comisión, a fin de que la misma 

sea revocada, señalando lo siguiente: 

 Que, la cuestión controvertida propuesta por la Comisión se encuentra 

dirigida a determinar la configuración de una barrera burocrática 

materializada en Certificados de ITSDC emitidos por la 

Municipalidades. Por tanto, se desprende que no serán materia de 

pronunciamiento, actos administrativos que hayan sido emitidos por la 

PCM en ejercicio de sus funciones. 

 Sin perjuicio de ello, en un caso anterior, la primera instancia ya indicó 

que la Segunda Disposición Complementaria y Transitoria del Decreto 

Supremo 058-2014-PCM, que establece un plazo de vigencia para los 

Certificados ITSE, emitidos al amparo del Decreto Supremo 066-2007-

PCM, Reglamento de Inspecciones Técnicas de Seguridad en Defensa 

Civil, no establece la exigencia de renovar los certificados de seguridad. 

 
RECURSO DE APELACIÓN DE LA MUNICIPALIDAD METROPOLITANA DE 

LIMA 

Con fecha 28 de abril de 2017, el Procurador Público de la MML, formuló su 

recurso de apelación, en base a los siguientes fundamentos: 

 Que, la medida denunciada se realizó en cumplimiento del Decreto 

Supremo 066-2007-PCM, el cual fue emitido por el Poder Ejecutivo, 

no siendo su potestad cuestionar su legalidad o razonabilidad. 

 De acuerdo a la Ley 30230, Ley que establece medidas tributarias, 

simplificación de procedimientos y permisos para la promoción y 

dinamización de la inversión en el país, a partir del 13 de julio de 2014, la 
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MML dejó de tener competencia para supervisar y fiscalizar los 

establecimientos que requieran Inspección Técnica de Seguridad en 

Edificación de Detalle. Dicha competencia recae en las municipalidades 

distritales de la jurisdicción del establecimiento, que en el presente caso 

es la Municipalidad. 

 
Complementariamente, es necesario circunscribir el recurso impugnatorio en 

cuestión; al respecto, ESPINOSA, ELOY (2003) señala: 

 
Cerramos este apartado de nuestro texto señalando 

que el recurso de apelación se interpone ante la 

autoridad que expidió el acto impugnado, quien de 

inmediato debe en principio poner todo lo actuado a 

la brevedad posible en conocimiento de la autoridad 

jerárquica superior, a quien le compete pronunciarse 

sobre la admisión a trámite o la procedencia de 

recurso, así como resolver el fondo de la controversia. 

(p. 114) 

 
RESOLUCIÓN 0053-2018/SEL-INDECOPI DE LA SALA ESPECIALIZADA EN 

ELIMINACIÓN DE BARRERAS BUROCRÁTICAS 

Mediante Resolución N° 0053-2018/SEL-INDECOPI, la Sala Especializada en 

Eliminación de Barrera Burocrática del Tribunal de Defensa de Competencia y 

de la Propiedad Intelectual, con fecha 21 de febrero del 2018, mencionó, entre 

otros argumentos, que: 

 
En observancia del artículo 26BIS del Decreto Ley N° 25868, así como con los 

artículos 14° y 23° del Decreto Legislativo N° 1033, la Comisión, y eventualmente 

la Sala en segunda instancia, son competentes para conocer sobre los actos, 

actuaciones y disposiciones que impongan barreras burocráticas que impidan u 

obstaculicen de forma ilegal o carente de razonabilidad el acceso o permanencia 

de los agentes económicos en el mercado.  

 
En línea a lo antes expuesto, el artículo 2° de la Ley N° 28996, Ley de eliminación 

de sobrecostos, rabas y restricciones a la inversión privada, define a las barreras 
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burocráticas como los actos y disposiciones de las entidades de la 

Administración Pública que establecen exigencias, requisitos, prohibiciones y/o 

cobros para la realización de actividades económicas que afectan principios y 

normas de simplificación administrativa contenidas en la Ley del Procedimiento 

Administrativo General y que limitan la competitividad empresarial en el mercado. 

 
La normativa vigente a la fecha de admisión a trámite de la denuncia, establece 

que, para que una medida sea pasible de calificar como una "barrera burocrática" 

y por tanto recaer dentro del ámbito de competencia de la Comisión y 

eventualmente la Sala, debe: 

 
(i) Tratarse de una exigencia, requisito, prohibición y/o cobro; 

(ii) Haber sido impuesta a través de un acto, actuación o disposición emitida 

por una entidad de la Administración Pública, es decir en ejercicio de 

función administrativo; 

(iii) Afectar de manera real o potencial, el acceso o la permanencia de un 

agente económico en el mercado o vulnerar las normas y principios de 

simplificación administrativa. 

 
En línea con lo anterior, se precisó que las denuncias formuladas por la presunta 

imposición de barreras burocráticas ilegales o carentes de razonabilidad pueden 

ser formuladas “en abstracto” o “en concreto”. De modo que, se está ante una 

denuncia "en abstracto" cuando la denunciante cuestiona una medida 

(exigencia, requisito, limitación, prohibición o cobro) contenida en una 

disposición administrativa (norma jurídica) con efectos generales, es decir 

cuestiona la norma en sí misma. Por otro lado, se está ante una denuncia "en 

concreto" cuando la medida denunciada (exigencia, requisito, limitación, 

prohibición o cobro) se encuentra materializada en un acto que tiene efectos 

jurídicos individuales o individualizables en los administrados o en actuaciones 

debidamente acreditada. 

 
En ese contexto, tratándose de denuncias "en abstracto'', para que la denuncia 

sea procedente es necesario que la disposición que materializa la presunta 

barrera burocrática ilegal y/o carente de razonabilidad se encuentre vigente, 

pues en atención a ello podrá existir una afectación (a través de una condición, 
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restricción   u obstaculización) al acceso o permanencia de los administrados de 

manera real o potencial. 

 
En ese sentido, si la norma que contenía la presunta barrera burocrática ilegal 

y/o carente de razonabilidad es derogada, la presunta "traba" alegada no existe 

en el ordenamiento jurídico y, por tanto, no es pasible de limitar el acceso o la 

permanencia en el mercado de algún agente económico ni contravenir las reglas 

sobre simplificación administrativa. 

 

En el expediente, se advierte que el acto referido por la denunciante había sido 

emitido de manera previa a la entrada en vigencia del Decreto Supremo 058-

2014-PCM (vigente desde el 15 de octubre de 2014). Por tal motivo, la Sala 

consideró que dicho acto no podría ser considerado como una materialización 

de la aplicación de la norma indicada y, por tanto, tratarse de una única presunta 

barrera burocrática ilegal y/o carente de razonabilidad denunciada "en 

abstracto". 

 
En atención a ello y en virtud al principio de verdad material y el deber de 

encauzamiento, la Sala determinó que la denunciante cuestionó las siguientes 

dos (02) presuntas barreras burocráticas ilegales y/o carentes de razonabilidad: 

 

 Si la imposición de un plazo de vigencia de dos (02) años para el 

Certificado de ITSDC, materializada en la Segunda Disposición 

Complementaria y Transitoria del Decreto Supremo 058-2014-PCM, se 

encuentra vigente y dentro del ámbito de competencia de la Sala; y, 

 Si la imposición de un plazo de vigencia de dos (02) años para su 

Certificado de ITSDC, materializada en el certificado de ITSDC de Detalle 

007753-2014-MML, constituye una barrera burocrática ilegal y/o carente 

de razonabilidad. 

En ese estado de cosas, la Sala resolvió lo siguiente: 

 
 Revocar la Resolución 0238-2017/CEB-INDECOPI del 21 de abril de 

2017, en el extremo que declaró barrera burocrática ilegal la imposición 

de un plazo de vigencia de dos (02) años a los Certificados de Inspección 
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Técnica de Seguridad en Defensa Civil materializada en la Segunda 

Disposición Complementaria y Transitoria del Decreto Supremo 058-

2014-PCM y, en consecuencia, se declaró Improcedente la denuncia.  

 
 Revocar la Resolución apelada, en el extremo que declaró barrera 

burocrática ilegal la imposición de un plazo de vigencia de dos (02) años 

a los Certificados de Inspección Técnica de Seguridad en Defensa Civil 

materializada en el certificado de ITSDC de Detalle 007753-2014-MML, y, 

en consecuencia, se declaró Infundada la denuncia.  

 
II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 
1. Si la imposición de un plazo de vigencia de dos (02) años para el 

Certificado de ITSDC, materializada en la Segunda Disposición 

Complementaria y Transitoria del Decreto Supremo 058-2014-PCM, se 

encuentra vigente y dentro del ámbito de competencia de la Sala. 

 

En función del análisis desarrollado por la Sala, esta última fue la única instancia 

en analizar este supuesto, desde una perspectiva de Barrera Burocrática “en 

abstracto”, examinada en función de la normativa, de manera general. 

 

Para efectos de observar este supuesto, es importante considerar el Decreto 

Supremo N° 046-2017-PM, que aprueba el Texto Único Ordenado de la Ley N° 

28976, Ley Marco de Licencia de Funcionamiento y los Formatos de Declaración 

Jurada; la referida norma, en su artículo 11° reguló que el Certificado ITSE tiene 

vigencia de dos (02) años a partir de su expedición. Disposición que fue recogida 

en el Decreto Supremo N° 002-2018-PCM, que aprueba el Nuevo Reglamento 

de Inspecciones Técnicas de Seguridad en Edificaciones, el mismo que derogó 

el Decreto Supremo N° 058-2014-PCM.  

 

Es menester considerar que, el sistema de eliminación de barreras burocráticas 

no tiene por finalidad evaluar la legalidad y/o razonabilidad de todas las 

actuaciones del Estado sino solo de aquellas actuaciones emitidas por entidades 
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de la Administración Pública con carácter de normas administrativas y que, por 

tanto, se enmarquen dentro del concepto de "barreras burocráticas". 

 

Sobre el particular, la Sala consideró que, siendo que la medida materia de 

análisis deriva de la obligación del artículo 11° del Decreto Supremo 046-2017-

PCM, Decreto Supremo que aprueba el Texto Único Ordenado de la Ley 28976, 

Ley Marco de Licencia de Funcionamiento y los Formatos de Declaración Jurada, 

no calificaba como barrera burocrática que pueda ser cuestionada en este 

procedimiento, al no ser una norma administrativa sino una norma con rango de 

ley. 

 
2. Si la imposición de un plazo de vigencia de dos (02) años para su 

Certificado de ITSDC, materializada en el certificado de ITSDC de Detalle 

007753-2014-MML, constituye una barrera burocrática ilegal y/o carente 

de razonabilidad. 

 
Sobre este supuesto, el punto neurálgico fue analizar si dicho acto fue emitido 

conforme a las normas que se encontraban vigentes al momento que fue 

expedido a favor del administrado. 

 

Al respecto, la Comisión, mediante la Resolución N° 0238-2017/CEB-INDECOPI, 

señaló que la imposición de un plazo de dos (02) años a la vigencia de los 

Certificados ITSDC, constituía una barrera burocrática ilegal por contravenir el 

artículo 2° de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. 

 
Sin perjuicio de ello, la Sala consideró que el Certificado de ITSDC de Detalle 

007753-2014-MML del 28 de agosto de 2014 fue emitido cuando se encontraba 

vigente el Reglamento de ITSDC aprobado por el Decreto Supremo 066-2007-

PCM, así como el Manual de Ejecución de ITSDC, aprobado por Resolución 

Jefatura 251-2008-INDECI, el cual, disponía que los Certificados de ITSDC sean 

emitidos con un plazo de vigencia de dos (02) años (normas que no fueron 

cuestionadas por la denunciante). 

 
Por tanto, el Certificado de ITSDC de Detalle 007753-2014-MML, fue expedido 

con un plazo de vigencia de dos (02) años en cumplimiento de lo dispuesto en la 
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normativa vigente en el momento de la emisión del mismo. 

 
En ese estado de cosas, si bien la Comisión concluyó que el plazo de vigencia 

de los Certificados de ITSDC era ilegal debido a que no existía una ley que 

autorizara a las entidades denunciadas a imponer dicho plazo, la Sala tuvo en 

consideración que no podía desconocerse que, a la fecha de emisión del 

Certificado de ITSDC de Detalle 007753-2014-MML se encontraba vigente el 

Decreto Supremo 066-2007-PCM y la Resolución Jefatura 251-2008-INDECI 

que validaban que los certificados tengan una vigencia de dos (02) años y que 

la legalidad de dichas normas no había sido cuestionada en este procedimiento, 

por lo que debía presumirse su validez. 

 
Por tanto, en mi opinión, el plazo de vigencia consignado en el ITSDC de Detalle 

007753-2014-MML es legal, al encontrarse acorde con la normativa que se 

encontraban vigentes a la fecha de emisión del referido Certificado. 

 
Además, la denunciante alegó que la exigencia de un plazo de vigencia 

determinado constituye una medida carente de razonabilidad, debido a que 

las municipalidades obligan a los administrados a solicitar nuevamente un 

Certificado de ITSE sin fundamento jurídico y económico. Asimismo, indicó 

que dicha medida no resulta proporcional para el objetivo que se busca 

alcanzar, es decir, asegurar el cumplimiento de las disposiciones de Defensa 

Civil. 

 
Al respecto, la Sala consideró que dichos argumentos estaban dirigidos a 

cuestionar la razonabilidad del plazo de vigencia de dos (02) años de los 

Certificados de ITSDC, plazo establecido en el artículo 9.2 de la Resolución 

Jefatural 251-2008-INDECI, norma que no ha sido cuestionada en el 

presente procedimiento y que, incluso, había sido eliminada del 

ordenamiento jurídico vigente. Por ello, además, me encuentro conforme con 

que la Sala haya desestimado este extremo. 
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III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 
Mediante Resolución 0238-2017/CEB-INDECOPI la Comisión de Eliminación 

de Barreras Burocráticas resolvió declarar barrera burocrática ilegal la 

imposición de un plazo de vigencia de dos (02) años para su Certificado de 

Inspección Técnica de Seguridad en Defensa Civil, materializada en el 

Certificado de Inspección Técnica de Seguridad en Defensa Civil de Detalle N° 

007753-2014MML y reconocida en la Segunda Disposición Complementaria y 

Transitoria del Decreto Supremo N° 058-2014-PCM.  

 
Además, dispuso la inaplicación al Centro Comercial e Industrial Samuel S.A.C. 

de la barrera burocrática declarada ilegal, de acuerdo a lo establecido en el 

artículo 48º de la Ley N.º 27444. Señaló, que el incumplimiento de lo resuelto 

podrá ser sancionado conforme a lo dispuesto en el Decreto Legislativo N° 1256. 

 
La Comisión sustentó su Resolución en que, dicha imposición contraviene el 

artículo 2º de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, el 

cual permite que las autoridades sujeten a un término los actos administrativos, 

únicamente, cuando cuenten con una ley que las autorice a hacerlo, supuesto 

que no se había acreditado en el presente caso. En esa línea, considerando que 

ni la PCM ni la MML contaban con facultades legales para imponer un periodo 

de vigencia a los certificados de ITSE, la Comisión concluyó que dicha medida 

resultaba ilegal. Asimismo, alegó que no resulta ajustado a la ley desconocer el 

certificado de ITSE en tanto no varíen las características físicas o la 

infraestructura del establecimiento o local que obtuvo el Certificado. 

 
Mediante Resolución N° 0053-2018/SEL-INDECOPI la Sala Especializada en 

Eliminación de Barrera Burocrática del Tribunal de Defensa de Competencia y 

de la Propiedad Intelectual, con fecha 21 de febrero del 2018, resolvió Revocar 

la Resolución 0238-2017/CEB-INDECOPI del 21 de abril de 2017, en el extremo 

que declaró barrera burocrática ilegal la imposición de un plazo de vigencia de 

dos (02) años a los Certificados de Inspección Técnica de Seguridad en Defensa 

Civil materializada en la Segunda Disposición Complementaria y Transitoria del 
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Decreto Supremo 058-2014-PCM y, en consecuencia, se declaró Improcedente 

la denuncia. 

 
Motivó su Resolución, en que la medida materia de análisis deriva del artículo 

11° del Texto Único Ordenado de la Ley 28976, Ley Marco de Licencia de 

Funcionamiento y los Formatos de Declaración Jurada, por ende, no califica 

como barrera burocrática que pueda ser cuestionada ante la Comisión o la Sala, 

al no ser competente para conocer medidas contenidas en normas con rango de 

ley.  

 
Asimismo, Revocó la resolución apelada, en el extremo que declaró barrera 

burocrática ilegal la imposición de un plazo de vigencia de dos (02) años a los 

Certificados de Inspección Técnica de Seguridad en Defensa Civil materializada 

en el certificado de ITSDC de Detalle 007753-2014-MML, y, en consecuencia, se 

declaró Infundada la denuncia.  

 
Considera la Sala, que el plazo de vigencia de dos (2) años consignado en el 

Certificado de ITSDC de Detalle 007753-2014-MML fue emitido de conformidad 

con el Decreto Supremo 066-2007-PCM y la Resolución Jefatural N° 251-2008 

INDECI, normas vigentes a la fecha en la que se emitió tal acto; por tanto, el 

plazo de vigencia consignado es legal.  

 
En línea con lo anterior, la Sala, de acuerdo con la metodología de análisis de 

barreras burocráticas, y habiendo superado el análisis de legalidad, procedió con 

evaluar si existían indicios para analizar si la medida cuestionada carece o no de 

razonabilidad. Al respecto, considerando que la denunciante no planteó 

argumentos dirigidos a cuestionar la razonabilidad de la Resolución Jefatural N° 

251-2008 INDECI (que estipulaba el plazo de vigencia aplicado al Certificado de 

ITSDC de Detalle 007753-2014-MML), en consecuencia, la Sala no pudo evaluar 

la presunta carencia de razonabilidad del plazo de vigencia contenido en el 

Certificado ITSDC. 

 
Análisis: 

Respecto a la Resolución de la Comisión, esta consideró que, si bien el 

Certificado de ITSDC de la denunciante fue emitido con un periodo de vigencia 
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determinado conforme al Decreto Supremo N° 066- 2007-PCM y recogido por el 

Reglamento (Decreto Supremo N° 058-2014-PCM), dicha modalidad fue 

dispuesta mediante una disposición sectorial sin contar con una ley que autorice 

a la PCM a establecerla, lo cual no concuerda con lo establecido en el artículo 

2° de la Ley N° 27444. De igual manera, la MML tampoco contaba con una 

habilitación legal para establecer un plazo de vigencia a los Certificados de ITSE. 

 
El referido artículo, modalidades del acto administrativo, señala expresamente 

que cuando una ley lo autorice, la autoridad, mediante decisión expresa, puede 

someter el acto administrativo a condición, término o modo, siempre que dichos 

elementos incorporables al acto, sean compatibles con el ordenamiento legal, o 

cuando se trate de asegurar con ellos el cumplimiento del fin público que 

persigue el acto. 

 
Además, realizó una evaluación de legalidad de la temporalidad a la que pueden 

estar sujetos los actos administrativos (en este caso los Certificados de ITSE), 

verificando si puede considerarse legal que se establezca de manera genérica 

un plazo de vigencia para un acto administrativo, a pesar de que no exista algún 

tipo de cambio en las condiciones por las que fue emitido un certificado. 

 
Finalmente, la Comisión estimó importante tomar en consideración que la 

vigencia del certificado no puede estar arbitrariamente sujeta a una temporalidad 

cuando no existan razones para ello, dado que existe en la normativa sobre ITSE 

una facultad supervisora y una obligación para las autoridades encargadas de 

otorgar el certificado, relacionada con verificar que las condiciones sobre las que 

se otorgó dicho documento no hayan cambiado. La referida facultad se pone en 

práctica cuando se realiza la visita cada año a los locales con certificado vigente, 

teniéndose la posibilidad de revocar el certificado en caso de incumplimiento de 

la normativa vigente en Defensa Civil. 

 
Concluye expresando que, el local de la denunciante, contaba con el respectivo 

Certificado de ITSDC, acreditándose que su establecimiento cumplía con las 

normas de seguridad en defensa civil, toda vez que, de no haberse cumplido con 

las mismas, no hubiese podido obtener el referido documento para su local. 
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Respecto a la Resolución de la Sala, debemos tener en consideración, que el 

artículo 2° de la Ley 28996 define a las barreras burocráticas como “los actos y 

disposiciones de las entidades de la Administración Pública que establecen 

exigencias, requisitos, prohibiciones y/o cobros para la realización de actividades 

económicas que afectan los principios y normas de simplificación administrativa 

contenidas en la Ley del Procedimiento Administrativo General y que limitan la 

competitividad empresarial en el mercado”. 

 
Del mismo modo, el Art. VI. del Título Preliminar de la Ley N° 27972, Ley 

Orgánica de Municipalidades estipula que: “Los gobiernos locales están sujetos 

a las leyes y disposiciones que, de manera general y de conformidad con la 

Constitución Política del Perú, regulan las actividades y funcionamiento del 

Sector Público; así como a las normas técnicas referidas a los servicios y bienes 

públicos, y a los sistemas administrativos del Estado que por su naturaleza son 

de observancia y cumplimiento obligatorio. Las competencias y funciones 

específicas municipales se cumplen en armonía con las políticas y planes 

nacionales, regionales y locales de desarrollo.” 

 
Aunado al párrafo anterior, cito lo esbozado por el Tribunal Constitucional (2010) 

en el fundamento 10 de la Sentencia recaída en el expediente 00014-2009-

PI/TC:  

 
La autonomía regional y municipal, como ya se ha 

dicho a lo largo de la jurisprudencia de este Tribunal, 

no debe ser confundida con la autarquía. Así, si bien 

los órganos locales y regionales tienen amplias 

facultades constitucionales para coadyuvar al 

desarrollo económico del país, ello no puede implicar 

que las políticas locales o regionales que pretendan 

el desarrollo económico contravengan a las políticas 

nacionales dirigidas a procurar el bienestar nacional. 

 

Por su parte, para que una medida sea pasible de calificar como una "barrera 

burocrática" y por tanto recaer dentro del ámbito de competencia de la Comisión 
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y eventualmente la Sala, debe: 

 
(i) Tratarse de una exigencia, requisito, prohibición y/o cobro; 

(ii) Haber sido impuesta a través de un acto, actuación o disposición emitida 

por una entidad de la Administración Pública, es decir en ejercicio de 

función administrativo; 

(iii) Afectar de manera real o potencial, el acceso o la permanencia de un 

agente económico en el mercado o vulnerar las normas y principios de 

simplificación administrativa. 

 
Cabe señalar que, como se mencionó de manera precedente en este informe, 

en virtud al principio de verdad material y el deber de encauzamiento, la Sala 

determinó que la denunciante cuestionó dos presuntas barreras burocráticas 

ilegales y/o carentes de razonabilidad, “en abstracto” y “en concreto”. 

 
Respecto del extremo “en abstracto”, La Sala Especializada en Eliminación de 

Barreras Burocráticas motivó su resolución, en que la indicada medida se deriva 

de la obligación del artículo 11 del Decreto Supremo 046-2017-PCM, Decreto 

Supremo que aprueba el Texto Único Ordenado de la Ley 28976, Ley Marco de 

Licencia de Funcionamiento y los Formatos de Declaración Jurada, por lo que 

no califica como barrera burocrática que pueda ser cuestionada ante esta vía, al 

no ser una norma administrativa sino una norma con rango de ley. 

 
Al respecto, considero pertinente citar a OCHOA, FRANCISCO (2014): 

 

El concepto de función administrativa y sus formas 

jurídicas es importante para comprender el 

procedimiento de eliminación de barreras 

burocráticas debido a que permite conocer: (i) a los 

sujetos que pueden ser supervisados por la CEB (las 

entidades de la Administración Pública); (ii) a uno de 

los elementos esenciales para identificar una barrera 

burocrática (la forma de materialización), y (iii) aquello 

que no puede ser supervisado por la CEB (las formas 

distintas a las señaladas, así como las funciones que 
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no sean administrativas) (p. 9) [Subrayado insertado].  

 

Por los argumentos antes desarrollados, considero que la Sala resolvió de 

manera adecuada este extremo. 

 
Respecto del extremo “en concreto”, la Sala consideró que a la fecha de emisión 

del Certificado de ITSDC de Detalle 007753-2014-MML se encontraban vigentes 

el Decreto Supremo 066-2007-PCM y la Resolución Jefatura 251-2008-INDECI 

que validaban que los certificados tengan una vigencia de dos (02) años y que 

la legalidad de dichas normas no había sido cuestionada en este procedimiento, 

por lo que debe presumirse su validez. 

 
Lo anterior en observancia del artículo 103° de la Constitución Política del Perú, 

del cual se desprende la teoría de los hechos cumplidos, la misma que dispone 

que cada hecho se rige por la normativa vigente en su momento. 

 

Sobre esta teoría, el Tribunal Constitucional (2009) en el fundamento 72 de la 

Sentencia recaída en el expediente 00008-2008-PI/TC, señala: 

 

En ese sentido, este Tribunal ha pronunciado en 

reiterada jurisprudencia que nuestro ordenamiento 

jurídico se rige por la teoría de los hechos cumplidos, 

estableciendo que “(…) nuestro ordenamiento adopta 

la teoría de los hechos cumplidos (excepto en materia 

penal cuando favorece al reo), de modo que la norma 

se aplica a las consecuencias y situaciones jurídicas 

existentes’ (STC 0606-2004-AA/TC, FJ 2). Por 

tanto, para aplicar una norma (…) en el tiempo debe 

considerarse la teoría de los hechos cumplidos y, 

consecuentemente, el principio de aplicación 

inmediata de las normas. 
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Por tanto, considero que, el plazo de vigencia consignado en el ITSDC de Detalle 

007753-2014-MML es legal, al encontrarse acorde con las normas que se 

encontraban vigentes a la fecha de emisión de los referidos certificados. 

 

Finalmente, resulta de aplicación el Precedente de Observancia Obligatoria 

establecido en la Resolución N° 182-97-TDC del Expediente N° 036-96-CAM, 

emitido por la Sala de Defensa de la Competencia del Tribunal de Defensa de la 

Competencia y de la Propiedad Intelectual del INDECOPI (1997) -Caso Taxis 

Amarillos-, el mismo que establece criterios de interpretación para el análisis de 

barreras burocráticas, de acuerdo a lo siguiente: 
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En virtud de esta metodología, y considerando que se superó el análisis de 

legalidad de la barrera burocrática denunciada, la Sala realizó el análisis de 

razonabilidad, determinando que la denunciante no planteó argumentos dirigidos 

a cuestionar la razonabilidad de la Resolución Jefatural N° 251-2008 INDECI 

(que estipulaba el plazo de vigencia aplicado al Certificado de ITSDC de Detalle 

007753-2014-MML), y como consecuencia, no resultó factible evaluar la 

presunta carencia de razonabilidad del plazo de vigencia contenido en el 

Certificado ITSDC. 

 
Respecto a los indicios de carencia de razonabilidad necesarios para el análisis 

de razonabilidad, UGÁS, SOFÍA y PAREDES, GUILLIANA (2014) exponen: 

 
Como se ha podido observar, la carga de la prueba 

impuesta a los denunciantes para cuestionar la 

carencia de razonabilidad de un acto o disposición 

administrativa es elevada pues debe estar 

debidamente motivada para crear convicción en los 

comisionados de la CEB o en los vocales de la Sala. 

Incluso para acreditar el indicio de desproporción se 

necesita que el denunciante argumente 

adecuadamente qué otras medidas hubieran sido 

igualmente satisfactorias para proteger el interés 

público. (p.91) 

 
 Así, la Sala desestimó este extremo, acertadamente a mi parecer, ante la 

ausencia de indicciones adicionales que permitan evaluar la presunta carencia 

de razonabilidad. 
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IV. CONCLUSIONES 

 

 Una Barrera Burocrática puede ser la exigencia, requisito, limitación, 

prohibición y/o cobro contenida en actos administrativos, disposiciones 

administrativas o actuaciones materiales, incluso del ámbito municipal o 

regional, que imponga cualquier entidad en ejercicio de función 

administrativa, dirigido a condicionar, restringir u obstaculizar el acceso 

y/o permanencia de los agentes económicos en el mercado y/o que 

puedan afectar a administrados en la tramitación de procedimientos 

administrativos sujetos a las normas y/o principios que garantizan la 

simplificación administrativa. 

 

 La medida materia de análisis deriva de la obligación del artículo 11 del 

Decreto Supremo 046-2017-PCM, Decreto Supremo que aprueba el 

Texto Único Ordenado de la Ley 28976, Ley Marco de Licencia de 

Funcionamiento y los Formatos de Declaración Jurada, motivo por el cual 

no califica como barrera burocrática que pueda ser cuestionada ante esta 

vía, al no ser una norma administrativa sino una norma con rango y fuerza 

de ley. 

 

 No pudo desconocerse que, a la fecha de emisión del Certificado de 

ITSDC de Detalle 007753-2014-MML se encontraba vigente el Decreto 

Supremo 066-2007-PCM y la Resolución Jefatura 251-2008-INDECI que 

validaban que los certificados tengan una vigencia de dos (02) años y que 

la legalidad de dichas normas no había sido cuestionada en este 

procedimiento, por lo que debe presumirse su validez. 

 

 El plazo de vigencia consignado en el ITSDC de Detalle 007753-2014-

MML era legal, al encontrarse acorde con las normas que se encontraban 

vigentes a la fecha de emisión de los referidos certificados. 

 

 No se plantearon argumentos dirigidos a cuestionar la razonabilidad de la 

Resolución Jefatural N° 251-2008 INDECI -que estipulaba el plazo de 

vigencia aplicado al Certificado de ITSDC de Detalle 007753-2014-MML-, 
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y como consecuencia, no resultó factible evaluar la presunta carencia de 

razonabilidad del plazo de vigencia contenido en el Certificado ITSDC. 

 

 El INDECOPI está facultada a interponer la demanda de acción popular 

contra barreras burocráticas contenidas en decretos supremos u otras 

normas de inferior jerarquía que contengan barreras burocráticas 

identificadas como ilegales y/o carentes de razonabilidad, a fin de lograr 

su modificación o derogación; y acudir a la Defensoría del Pueblo para 

que se interponga la demanda de inconstitucionalidad contra barreras 

burocráticas contenidas en normas municipales y regionales de carácter 

general, que tengan rango de ley. 
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VI. ANEXOS 

 
1. Denuncia interpuesta por el Centro Comercial e Industrial Samuel S.A.C. 

de fecha 14 de noviembre de 2016 y sus respectivos anexos. 

2. Descargos de la Presidencia del Consejo de Ministros y la Municipalidad 

Metropolitana de Lima presentados en fecha 26 de diciembre de 2016 y 

sus respectivos anexos. 

3. Resolución N° 0238-2017/CEB-INDECOPI de la Comisión de Eliminación 

de Barreras Burocráticas de fecha 21 de abril de 2017. 

4. Resolución N° 0053-2018/SEL-INDECOPI de la Sala Especializada en 

Eliminación de Barreras Burocráticas de fecha 21 de febrero de 2018. 
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